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.EN NUM-CONSULTA (V1147-15)

NUM-CONSULTA V1147-15

ORGANO SG de Impuestos sobre la Renta de las Personas Físicas

FECHA-SALIDA 13/04/2015

NORMATIVA LIRPF, Ley 35/2006, artículos 17, 27 y 41.
LIVA, Ley 37/1992, artículos 4, 5, 7 y 11.
LRHL, RD Legislativo 2/2004, artículos 78, 79 y 83.

DESCRIPCION-
HECHOS

El consultante es socio de una sociedad de responsabilidad limitada que tiene
como objeto social la comercialización, importación, exportación y venta al detalle
o al por mayor de diferentes tipos de bienes, como prendas de vestir o calzado,
desarrollando el socio tareas de dirección de la comercialización, producción y
comunicación, tareas comercializadoras y de diseño de producción y
administrativas y de representación, si bien no ejerce el cargo de administrador en
la sociedad. Su retribución consiste en una nómina fija y no se encuentra dado de
alta en el régimen especial de trabajadores por cuenta propia o autónomos de la
Seguridad Social.

CUESTION-
PLANTEADA

Se consulta la tributación que corresponde al consultante por los servicios
prestados a la sociedad.

CONTESTACION-
COMPLETA

A) IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS:
En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, para la calificación de los
servicios prestados por el socio a la sociedad distintos de los que, en su caso,
derivasen de su condición de administrador, debe tenerse en cuenta, por un lado,
lo establecido en el primer párrafo del artículo 17.1 de la Ley 35/2006, de 28 de
noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación
parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no
Residentes y sobre el Patrimonio (BOE de 29 de noviembre) –en adelante LIRPF-,
el cual señala que:
“Se considerarán rendimientos íntegros del trabajo todas las contraprestaciones o
utilidades, cualquiera que sea su denominación o naturaleza, dinerarias o en
especie, que deriven, directa o indirectamente, del trabajo personal o de la
relación laboral o estatutaria y no tengan el carácter de rendimientos de
actividades económicas.”.
Por otra parte, debe igualmente tenerse en cuenta lo dispuesto en el párrafo
primero del artículo 27.1 de la LIRPF, que en la nueva redacción dada por el
artículo primero. Dieciséis de la Ley 26/2014, de 27 de noviembre, por la que se
modifican la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas, el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no
Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, y
otras normas tributarias (BOE de 28 de noviembre), con vigencia a partir de 1 de
enero de 2015, establece que:
“1. Se considerarán rendimientos íntegros de actividades económicas aquellos
que, procediendo del trabajo personal y del capital conjuntamente, o de uno solo
de estos factores, supongan por parte del contribuyente la ordenación por cuenta
propia de medios de producción y de recursos humanos o de uno de ambos, con
la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o servicios.
En particular, tienen esta consideración los rendimientos de las actividades
extractivas, de fabricación, comercio o prestación de servicios, incluidas las de
artesanía, agrícolas, forestales, ganaderas, pesqueras, de construcción, mineras,
y el ejercicio de profesiones liberales, artísticas y deportivas.
No obstante, tratándose de rendimientos obtenidos por el contribuyente
procedentes de una entidad en cuyo capital participe derivados de la realización
de actividades incluidas en la Sección Segunda de las Tarifas del Impuesto sobre
Actividades Económicas, aprobadas por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de
28 de septiembre, tendrán esta consideración cuando el contribuyente esté
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incluido, a tal efecto, en el régimen especial de la Seguridad Social de los
trabajadores por cuenta propia o autónomos, o en una mutualidad de previsión
social que actúe como alternativa al citado régimen especial conforme a lo
previsto en la Disposición adicional decimoquinta de la Ley 30/1995, de 8 de
noviembre, de ordenación y supervisión de los seguros privados.”.
En el presente caso, las actividades que constituyen el objeto de la sociedad y
que el socio desarrolla, no tienen la naturaleza de actividades profesionales en los
términos establecidos en el párrafo tercero del artículo 27.1 de la LIRPF antes
reproducido, por lo que no le sería de aplicación dicho párrafo.
Teniendo en cuenta lo anterior, con independencia de la naturaleza laboral o no
que una a los socios con la sociedad, y del régimen de afiliación a la Seguridad
Social que corresponda a los socios, debe considerarse que los rendimientos
satisfechos a éstos por el desarrollo de las actividades empresariales que
constituyen el objeto de la sociedad tienen la naturaleza de rendimientos de
trabajo de los establecidos, con carácter general, en el artículo 17.1 de la LIRPF,
al no concurrir en aquéllos los requisitos establecidos en los dos primeros párrafos
del artículo 27.1 de la LIRPF.
A efectos de valorar la retribución correspondiente a dichos servicios distintos de
los correspondientes al cargo de administrador, debe tenerse en cuenta que el
artículo 41 de la LIRPF establece que “La valoración de las operaciones entre
personas o entidades vinculadas se realizará por su valor normal de mercado, en
los términos previstos en el artículo 16 del texto refundido de la Ley del Impuesto
sobre Sociedades”, referencia que debe entenderse efectuada a partir de 1 de
enero de 2015 al artículo 18 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto
sobre Sociedades (BOE de 28 de noviembre).
B) IMPUESTO SOBRE EL VALOR AÑADIDO:
PRIMERO.- De acuerdo con el artículo 4.uno de la Ley 37/1992, de 28 de
diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido (BOE de 29 de diciembre), están
sujetas al Impuesto “Las entregas de bienes y prestaciones de servicios
realizadas en el ámbito espacial del Impuesto por empresarios o profesionales a
título oneroso, con carácter habitual u ocasional, en el desarrollo de su actividad
empresarial o profesional, incluso si se efectúan en favor de los propios socios,
asociados, miembros o partícipes de las entidades que las realicen.”.
El artículo 5 regula el concepto de empresario a profesional a estos efectos,
señalando que tendrán esta condición “las personas o entidades que realicen las
actividades empresariales o profesionales definidas en el apartado siguiente de
dicho artículo.”.
De acuerdo con dicho apartado, son “actividades empresariales o profesionales
las que impliquen la ordenación por cuenta propia de factores de producción
materiales y humanos o de uno de ellos, con la finalidad de intervenir en la
producción o distribución de bienes o servicios.”.
Asimismo, el artículo 11, apartado dos 1º, de la Ley del Impuesto sobre el Valor
Añadido dispone que, en particular, se considera prestación de servicios “el
ejercicio independiente de una profesión, arte u oficio.”.
Lo que determina que una prestación de servicios realizada por una persona física
se encuentre sujeta al Impuesto sobre el Valor Añadido es que sea prestada por
cuenta propia, razón por la cual el artículo 7.5º de su Ley reguladora dispone que
no estarán sujetos “los servicios prestados por personas físicas en régimen de
dependencia derivado de relaciones administrativas o laborales, incluidas en estas
últimas las de carácter especial.”.
SEGUNDO.- Desde el punto de vista del derecho comunitario, el artículo 9.1 de la
Directiva 2006/112/CE, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común
del Impuesto sobre el Valor Añadido, establece que “serán considerados sujetos
pasivos quienes realicen con carácter independiente, y cualquiera que sea el lugar
de realización, alguna actividad económica, cualesquiera que sean los fines o los
resultados de esa actividad.”.
Por su parte, el artículo 10 de la mencionada directiva comunitaria dispone que “la
condición de que la actividad económica se realice con carácter independiente
contemplada en el apartado 1 del artículo 9, excluye del gravamen a los
asalariados y a otras personas en la medida en que estén vinculadas a su
empresario por un contrato de trabajo o por cualquier otra relación jurídica que
cree lazos de subordinación en lo que concierne a las condiciones laborales y
retributivas y a la responsabilidad del empresario.”.
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El requisito esencial a analizar es el carácter independiente con que se desarrolla
una determinada actividad económica.
En este sentido, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en lo sucesivo, el
Tribunal) se ha pronunciado en diversas ocasiones, entre otras, en la sentencia de
26 de marzo de 1987, Asunto C-235/85 y en la de 25 de julio de 1991, Asunto
202/90.
En este último pronunciamiento, analizó la sujeción al Impuesto de los servicios
prestados por los recaudadores municipales a favor del Ayuntamiento de Sevilla,
manifestando que, si bien en su actuación, dichas personas mantenían lazos
evidentes con el Ente territorial a quien prestan sus servicios, fundamentadas en
la impartición por éste de instrucciones o el ejercicio de un control disciplinario,
tales circunstancias no eran suficientes para considerar una relación de
dependencia empleador-empleado que implicara la no sujeción de los servicios de
recaudación prestados.
Los hechos decisivos, siguiendo el razonamiento de esta sentencia, son que los
recaudadores municipales soportan el riesgo económico de su actividad, en la
medida en que el beneficio que obtienen trae causa no sólo del premio de
cobranza que le abona el Ayuntamiento de Sevilla en función de la recaudación
efectuada, sino también de los gastos en que incurren por el empleo de recursos
humanos y de capital afectos a su actividad, así como que los medios de
producción (personal, equipo, material necesario) para realizar la actividad son
propios, restando peso o dejando en un plano más residual la posible
responsabilidad derivada de la actividad, que parece recae en el Ayuntamiento.
En el mismo sentido, de la sentencia del Tribunal de 12 de noviembre de 2009,
Asunto C154/08, se concluye que los servicios prestados a las Comunidades
Autónomas por los registradores-liquidadores españoles deben estar sujetos al
Impuesto sobre el Valor Añadido en virtud del artículo 2 de la Directiva
2006/112/CE, toda vez que tales registradores-liquidadores actúan como
profesionales que organizan de modo autónomo e independiente los recursos
humanos y materiales en el marco de una prestación de servicio, tal y como se
exige en el artículo 9, apartado 1, de la mencionada Directiva. Esto es así en la
medida en que no presentan las características de subordinación y dependencia
que resultan esenciales para que los servicios en cuestión puedan considerarse
prestados con el carácter dependiente a que se refiere el artículo 10 de la
Directiva y, en tal supuesto, no sujetos al Impuesto.
TERCERO.- En consecuencia con todo lo anteriormente expuesto, tratándose de
una sociedad en la que la titularidad o el derecho de uso de los activos principales
para el ejercicio de la actividad que constituye su objeto social recae en la propia
entidad, el socio que presta servicios a la misma queda excluido del ámbito de
aplicación del Impuesto sobre el Valor Añadido en la medida en que no concurre
un elemento fundamental cual es la ordenación de medios propios.
C) IMPUESTO SOBRE ACTIVIDADES ECONÓMICAS:
El Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE) se regula en los artículos 78 a
91 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL),
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo (BOE de 9 de
marzo).
El artículo 78 del TRLRHL dispone en su apartado 1 que “El Impuesto sobre
Actividades Económicas es un tributo directo de carácter real, cuyo hecho
imponible está constituido por el mero ejercicio, en territorio nacional, de
actividades empresariales, profesionales o artísticas, se ejerzan o no en local
determinado y se hallen o no especificadas en las tarifas del impuesto.”.
De la definición legal transcrita se desprenden, entre otras, las siguientes
cuestiones:
a) En primer lugar, que el hecho imponible se realiza por el mero ejercicio de
cualquier actividad económica. Ello significa que basta con un solo acto de
realización de una actividad económica para que se produzca el supuesto de
hecho gravado por el impuesto, lo que, en definitiva, viene a excluir la habitualidad
en el ejercicio de la actividad como requisito indispensable.
En este mismo sentido se expresa la Instrucción para la aplicación de las Tarifas
del impuesto, aprobadas ambas (Instrucción y Tarifas) por Real Decreto
Legislativo 1175/1900, de 28 de septiembre, al establecer en su regla 2ª que “El
mero ejercicio de cualquier actividad económica especificada en las tarifas, así
como el mero ejercicio de cualquier otra actividad de carácter empresarial,
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profesional o artístico no especificada en aquéllas, dará lugar a la obligación de
presentar la correspondiente declaración de lata y de contribuir por este impuesto,
salvo que en la presente Instrucción se disponga otra cosa”.
b) En segundo lugar, que el hecho imponible del impuesto se realiza con
independencia de que exista o no lucro en el ejercicio de la actividad, e, incluso,
con independencia de que exista o no ánimo de lucro.
c) Finalmente, que el impuesto grava toda clase de actividades, con
independencia de que éstas se hallen o no especificadas en las correspondientes
Tarifas.
Por otro lado, la delimitación de este ámbito de aplicación tan amplio del impuesto
viene recogida en el artículo 79 del TRLRHL al disponer en su apartado 1 que “Se
considera que una actividad se ejerce con carácter empresarial, profesional o
artístico, cuando suponga la ordenación por cuenta propia de medios de
producción y recursos humanos o de uno de ambos, con la finalidad de intervenir
en la producción o distribución de bienes o servicios.”.
En consecuencia, para que una actividad sea considerada como económica y, por
ende, su ejercicio constitutivo del hecho imponible del tributo en estudio se
requiere:
a) que dicha actividad se realice en territorio nacional.
b) que dicha actividad suponga ordenación de medios de producción y/o recursos
humanos con un fin determinado;
c) que dicho fin sea, precisamente, la intervención en la producción o distribución
de bienes y servicios;
d) que la referida ordenación se haga por cuenta propia.
El artículo 83 del TRLRHL establece que “Son sujetos pasivos de este impuesto
las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se refiere el artículo 35.4 de
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria siempre que realicen en
territorio nacional cualquiera de las actividades que originan el hecho imponible.”.
Pues bien, teniendo en cuenta lo dispuesto en los preceptos citados y en línea con
lo señalado anteriormente en relación con el Impuesto sobre el Valor Añadido,
cabe concluir que el consultante, por los servicios que presta a la sociedad en
cuyo capital participa, no realiza una actividad económica sujeta al IAE, dado que
no se cumple el requisito de la ordenación por cuenta propia de los medios de
producción y/o recursos humanos, por lo que en este caso no tendrá que darse de
alta en epígrafe alguno de las Tarifas del impuesto.
Lo que comunico a Vd. con efectos vinculantes, conforme a lo dispuesto en el
apartado 1 del artículo 89 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General
Tributaria.
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